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 Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la parte 
actora en la causa Ríos, César Domingo y otros c/ Estado 

Nacional Ministerio de Economía y otro s/ programas de propiedad 

participada”, para decidir sobre su procedencia.  

 Considerando:  

       Que las cuestiones propuestas por los apelantes 

encuentran adecuada respuesta en el dictamen del señor 

Procurador Fiscal, a cuyos fundamentos y conclusiones cabe 

remitir, en lo pertinente, por razones de brevedad. 

 Por ello,  de conformidad con lo dictaminado, se declaran 

procedentes la queja y el recurso extraordinario y se confirma 

la sentencia apelada. Con costas por su orden, en atención a la 

índole de los derechos en juego. Notifíquese, agréguese la queja 

a los autos principales y, oportunamente, remítanse.  

  

 

 

 

Buenos Aires, 17 de Diciembre de 2020
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Recurso de queja interpuesto por la parte actora, representada por el Dr. 
Sergio Gabriel Tripodi (h), patrocinado por el Dr. Sergio Gabriel Tripodi.   

Tribunal de origen: Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y 
Comercial Federal. 

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil y Comercial Federal n° 4.  

 



CCF 3209/2008/3/RHl  
"Ríos, César Domingo y otros el Estado Nacional· Ministerio de Economía y otro si PPP" 

s U P r e m a C o r t e: 

-1-

La Sala II de la Cámara Civil y Comercial Federal confirmó 

la sentencia de grado que rechazó la demanda iniciada contra el Estado Nacional y 

Terminales Río de la Plata S.A., con el fin de obtener una reparación por los daños 

derivados de la falta de inclusión de los accionantes en el Programa de Propiedad 

Participada de esa compañía. Adujo que sólo los ex·agentes del ente a privatizar se 

encontraban legitimados para acceder al Programa, con arreglo, principalmente, a 

las leyes 23.696 y 24.093, los decretos 584/93, 769/93 y 1019/93 y la resolución MP 

51/03. En ese marco, concluyó que los actores no lograron acreditar su carácter de 

ex·empleados de la Administración General de Puertos S.K (AGP) al momento de 

la privatización, por lo que carecen de derecho de acceder al sistema (v. fs. 462/466 

y 541/543 del expediente principal, al cual aludiré en adelante, salvo aclaración en 

contrario) . 

Contra esa sentencia los actores dedujeron el recurso federal, 

que fue denegado, dando lugar a la queja (fs. 546/554, 566/571 y 575 y fs. 91/95 del 

legajo respectivo). 

-II-

Los recurrentes afirman que la sentencia es inconstitucional 

y arbitraria por presentar graves desaciertos y lesionar los derechos de defensa en 

juicio, igualdad y propiedad de los actores. Dicen que, encuadrado en la ley 23.696, 

el pliego licitatorio estableció que al menos un cuatro por ciento de las acciones de 

las concesionarias debía destinarse al PPP y que ellas debían absorber al personal 

portuario o bien presentar acuerdos de desvinculación. En ese marco, aducen que, 

como estibadores absorbidos por Terminales Río de la Plata S.A. resultan 

legítimos beneficiarios del Programa, pero que fueron excluidos arbitrariamente 

mediante la resolución 556/01, por haber trabajado en el Ente de Contratación y 

Garantización (ENCOGAR) y no en la AGP. 
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Explican que, contra lo afirmado por la sala, nunca alegaron 

haberse desempeñado en la AGP, sino que la aplicación del régimen de propiedad 

participada a las terminales portuarias beneficia tanto a los ex-trabajadores de la 

AGP como del ENCOGAR, lo que fue admitido. por la adjudicataria en el 

expediente administrativo. Reprochan que la sala no haya valorado esa admisión 

encuadrada en la teoría de los actos propios y que no se haya pronunciado sobre la 

prescripción acogida por el juez de grado. Arguyen gravedad institucional por 

hallarse afectada la seguridad jurídica. 

-III-

Los actores pretenden, en suma, que su exclusión del PPP de 

Terminales Río de La Plata S.A., en virtud de provenir del ENCOGAR y no de la 

AGP, soslaya lo dispuesto en la ley 23.696, su reglamentaciÓn y el pliego licitatorio 

6/93 y, por tanto, que constituye una interpretación equivocada y arbitraria de esa 

preceptiva. 

En esas condiciones, opino que el problema objeto de recurso 

encuentra suficiente respuesta en el dictamen del 12 de junio del corriente recaído 

en las actuaciones CCF 3203/200811/RH1 "González, Herminio L. y otros el Estado 

Nacional- Ministerio de Economía y otro si programa de propiedad partiCipada", a 

cuyos términos y conclusiones incumbe remitir, en todo lo pertinente, en razón de 

brevedad. 

-IV-

Por lo expuesto, opino que corresponde declarar formalmente 

admisible el recurso extraordinario federal y confirmar la sentencia con el alcance 

indicado. 

Buenos Aires, de octubre de 2018. 

ES COPIA VÍCTOR ABRAMOVICH 
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